ATAQUE SIN PRECEDENTES A LAS RADIOTELEVISIONES PÚBLICAS QUE SUPONE UN RETROCESO DEL DERECHO A LA INFORMACIÓN DE LA CIUDADANÍA.
El gobierno arremete contra el servicio público de la radiodifusión estatal y autonómica en un paso más para acabar con todo lo público en España. Un paso más para cercenar los derechos de la ciudadanía, en este caso el derecho fundamental a la información plural y veraz que deben desarrollar las radiotelevisiones públicas. El Partido Popular llevaba semanas lanzando mensajes de que iban a tomar medidas para poner freno a lo que ellos consideraban ataques continuos a su partido en los informativos de RTVE, y acabar con el despilfarro de las autonómicas. Ni una cosa ni la otra, el gobierno ha ejecutado una campaña de desprestigio de las radiotelevisiones públicas para seguir recortando derechos y servicios públicos, y así poder controlar los medios de comunicación públicos. 
El proyecto de ley para flexibilizar los modos de gestión de los canales públicos de televisión autonómica abre la posibilidad de ceder a empresas privadas la producción y edición de toda su programación, incluidos los informativos o directamente que la gestión de la radio televisión autonómica sea privada. La cesión a manos privadas de dichas emisiones tendrá especial relevancia en los servicios informativos de las mismas, que hasta ahora estaban obligados a ser gestionados de forma pública. Esto supone que intereses privados y empresariales entran en contraposición con el derecho a la información. Pero la reforma va más allá permitiendo a las Comunidades Autónomas que presten el servicio público de televisión podrán sacar a concurso las frecuencias de las mismas, es decir acabar con el servicio público. La norma, que se tramitará por procedimiento de urgencia, en realidad hace posibles los deseos de algunos presidentes autonómicos, como Esperanza Aguirre, de privatizar las televisiones regionales.

Además el Consejo de Ministros pone fin al espíritu de una televisión pública no gubernamentalizada, la elección del presidente de RTVE ya no necesitará el consenso entre los principales partidos al aprobar que el nombramiento del Presidente de la Corporación lo hará el gobierno. Volvemos a una radiotelevisión pública de partido político dominante. 
En  RTVE se retrocede para volver a épocas que se creían superadas de control político. El Consejo de Administración se reduce a 9 miembros pero y lo más importante sin dedicación exclusiva. Esta medida supone desprofesionalizar el Consejo. Los consejeros se ocuparán de dirigir RTVE a ratos. Se acaba con la diversidad, profesionalidad y dedicación. Si son consejeros que no van a cobrar, ¿con qué otros trabajos  o en qué otras empresas podrán estar estos consejeros, quizás en alguna empresa audiovisual privada?. A los que les gusta comparar con otras radiotelevisiones públicas, la BBC elige a su presidente mediante un concurso público y los candidatos presentan currículo. Al no tener dedicación exclusiva, no se les paga un sueldo, pero en realidad es para que no puedan controlar al presidente, sin despachos, sin medios...   ¿cómo controlar la gestión? Todo sumado a un presidente nombrado por el partido mayoritario, es igual a la radiotelevisión de partido gobernante. Volvemos a la RTVE de Urdaci, a la RTVE de “Ce Ce Oo Oo”.
La ley de 2006 de la Radio y la Televisión de Titularidad Estatal establecía en una disposición transitoria que en el caso de que en una primera votación no se alcanzara el acuerdo de dos tercios del Congreso, dos meses después, se procedería  a una segunda votación en la que sería suficiente una mayoría absoluta. Esta disposición sólo tenía validez para la elección del primer presidente de la Corporación. Pero el Gobierno recupera esta disposición para poder manejar a su antojo RTVE y asegurarse, de esta manera, poder decidir el presidente de la Corporación sin necesidad de pactar con ningún grupo parlamentario el nombre de su presidente y los miembros del Consejo de Administración.

Este ataque al servicio público audiovisual se  suma al ataque a la sanidad y a la educación. Ataques a derechos fundamentales, al estado social y de derecho y ataque a la ciudadanía. Los derechos no se miden por su rentabilidad económica si no por su rentabilidad social. Los únicos perjudicados con estos ataques son los ciudadanos y ciudadanas y los trabajadores y trabajadoras, que en el caso de las radiotelevisiones públicas y a pesar de su dedicación y profesionalidad ven como el partido en el gobierno ataca diariamente su trabajo y ven peligrar sus puestos de trabajo. 
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